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E
Súper Poderes

l escenario político venezolano 
está evidentemente marcado 
por la confrontación entre los 
poderes públicos. A tan solo 
dos meses de juramentados los 
nuevos diputados y diputadas, 
la Asamblea Nacional (an) se 
encuentra cercada por los gol-
pes continuos propinados por 
uno de sus pares: el Poder Ju-
dicial. El Tribunal Supremo de 
Justicia, a través de la Sala 
Constitucional, induce el con-
flicto manteniendo la línea de 
atribuirse funciones que exce-
den su propia naturaleza, jugan-
do en la misma cancha del par-
tido de gobierno para garanti-
zarle al Ejecutivo una zona de 
confort que le permita aplicar 
“como sea” su plan de gobierno. 
Se desconoce así la voluntad 
popular que se expresó en di-
ciembre pasado, y se coloca en 
alerta a la misma an quien pa-
rece estar avisada de que cual-
quier movimiento que haga se-
rá juzgado por la medida par-
cializada del tsj.

En lo que va de año, el Tribu-
nal Supremo ha dictado al me-
nos cuatro sentencias que cer-
cenan las atribuciones constitu-
cionales de la Asamblea Nacio-
nal, entorpeciendo la armonía 
que debería de existir entre los 
poderes públicos. No perdamos 
de vista que aún, formalmente, 
nos encontramos bajo los 
supuestos de un Estado demo-
crático, de derecho y de justicia, 
por lo que se requiere de un 
sistema de controles, “de pesos 
y contrapesos” que hagan armo-
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nioso el ejercicio del poder. Pa-
ra el tribunal no parecieran exis-
tir ni límites ni controles, y la 
Constitución puede reescribirse 
en cualquier circunstancia que 
le sea propicia. 

Si recapitulamos, podemos 
apreciar que en los primeros 
días de este año la Sala Electo-
ral suspendió temporalmente la 
elección de los diputados del 
estado Amazonas. Posterior-
mente dejó sin efecto la jura-
mentación de esos diputados y 
declaró en “desacato” a la 
Asamblea. Luego, con la pro-
puesta del presidente Maduro 
para la declaratoria del Estado 
de Emergencia Económica, el 
tsj resolvió declarar su consti-
tucionalidad, mientras que la 
Asamblea lo rechazó. No obs-
tante, usurpando sus funciones, 
la Sala Constitucional lo decla-
rara vigente, desconociendo así 
lo resuelto por la an. El argu-
mento de la Sala fue que el con-
trol político que ejerce la an es, 
a todas luces, jurídicamente 
irrelevante. De tal manera, se 
aprobó la declaratoria de emer-
gencia, lo que nos adentró en 
un estado de excepción que po-
tencia las facultades del Ejecu-
tivo, y limita al Legislativo.

En el marco de sus atribucio-
nes, la an nombró una comisión 
que investigara el nombramien-
to de los magistrados del tsj en 
diciembre pasado. En ese con-
texto, la Sala Constitucional 
emitió una sentencia (la última, 
hasta los momentos) donde in-
terpreta y limita las facultades 
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de control que ejerce la an so-
bre los otros poderes. De esta 
manera, para el tsj la an solo 
controla parcialmente al Go-
bierno y la administración pú-
blica, excluyendo a las Fuerzas 
Armadas, y condicionándolo a 
que este debe realizarse en 
coordinación con el vicepresi-
dente. Impuso además un nue-
vo régimen para la compare-
cencia de funcionarios públicos, 
y dejó como intocables los actos 
de los otros poderes públicos.

Lo que resulta evidente de 
todo esto es que el Ejecutivo y 
el Poder Judicial trabajan de la 
mano para amputar las compe-
tencias constitucionales de la 
an. El modelo que impera es la 
concentración de poderes en el 
Ejecutivo, para que sea quien 
asuma el poder total. La res-
puesta oficial a la crisis pasa por 
la asunción de más prerrogati-
vas para el Presidente, anular la 
disidencia e imponer el modelo 
que nos ha traído hasta aquí.

A por el cambio
La respuesta de la bancada 

de la oposición en la an, y de 
la Mesa de la Unidad Democrá-
tica, frente a la continua embos-
cada, es la utilización de todos 
los medios y canales constitu-
cionales para cambiar el Go-
bierno, es decir, salir del presi-
dente Maduro. Jesús “Chuo” To-
rrealba ha afirmado que recu-
rrirán simultáneamente por el 
referendo revocatorio, la en-
mienda constitucional para 
acortar el período presidencial 
y la solicitud de la renuncia al 
Presidente con movilizaciones 
pacíficas, y que en caso de que 
estos mecanismos sean obstrui-
dos, la oposición llamaría a que 
se instale una Asamblea Nacio-
nal Constituyente. El fin último 
es “afinar la estrategia que nos 
permita conquistar el poder”, 
por ello “sacar a Maduro es un 
paso, nuestro objetivo es cons-
truir una Venezuela unida”.

La estrategia de la oposición 
implica colocar en el debate la 
permanencia o no del presiden-
te Nicolás Maduro. La oposición 

está contando con que el des-
contento hacia el Gobierno sigue 
en aumento, y que este necesa-
riamente se traduce en una su-
ma de respaldo a su proyecto 
político. La ecuación la presen-
tan muy simple: a mayor crisis, 
mayor respaldo. Pero esto al Go-
bierno no parece generarle ma-
yor inconveniente, no sabemos 
si será por soberbia, por desco-
nocimiento o por inmolación, 
pero día a día arremeten con 
contundencia a cada uno de los 
planteamientos y acciones de la 
oposición, amparándose en el 
derecho como un modo de des-
legitimar al contrario y ocultar 
una arbitrariedad. Los esfuerzos 
realizados por la oposición de 
debatir propuestas como la ley 
de otorgamiento de títulos de 
propiedad a beneficiarios de la 
Misión Vivienda, la ley que otor-
garía bono de alimentación a 
pensionados y jubilados, o la po-
lémica ley de amnistía y recon-
ciliación nacional, no han goza-
do de mayor impacto y el deba-
te termina por decantarse en la 
permanencia o no de Nicolás 
Maduro al frente del Ejecutivo.

Algunos ajustes
Tras veinte años con los pre-

cios de la gasolina congelados, 
el Gobierno anunció finalmente 
su aumento. Así, de un valor de 
0,070 bolívares por litro para la 
gasolina de 91 octanos y de 
0,097 bolívares por litro para la 
de 95 octanos, se aumentó a 1 
y 6 bolívares, respectivamente. 
El aumento viene en un momen-
to de extrema necesidad, con 
una economía paralizada y un 
gasto público que requiere de 
efectivo inmediato para hacer 
frente a los diversos compromi-
sos adquiridos por el Gobierno 
y cubrir el déficit fiscal. La som-
bra del Caracazo, en 1989, co-
mo hito político de nuestra his-
toria contemporánea, se yergue 
en estos momentos. Aun así el 
Gobierno optó por el aumento, 
aunque esté muy por debajo de 
los costos reales de producción 
y se mantenga todavía el subsi-
dio. Por lo pronto, se sigue man-

teniendo el mismo sistema, y no 
se avizora un impacto negativo 
en las redes de contrabando en 
nuestra frontera. Todavía una 
botella de agua de 1 litro cuesta 
más que un tanque de 91 octa-
nos y una botella de refresco de 
2 litros cuesta más que un tan-
que de 95 octanos. 

Otra de las medidas anuncia-
das fue la operación “ataque al 
gorgojo” que, a nivel nacional, 
buscó desmantelar redes de co-
rrupción en los supermercados 
públicos “Bicentenario” desde 
donde se revendían alimentos 
y productos regulados a las 
“mafias privadas”. Como resul-
tado de esta operación fueron 
detenidas al menos cuarenta y 
nueve personas entre los que 
destacan gerentes y empleados 
de la red de Abastos Bicentena-
rio. Para el Gobierno nacional 
esta política se mantendrá e in-
volucrará también a las empre-
sas privadas. Entre otras de las 
medidas adoptadas por Madu-
ro, está el establecimiento de 
un nuevo sistema para la fija-
ción y el control de precios; un 
nuevo sistema para la creación, 
captación y administración de 
las divisas; la renovación del 
sistema de captación de tributos 
y aumento de salarios así como 
de obras públicas que generen 
nuevos empleos.

Mientras tanto, productores 
del sector privado esperan que 
el Gobierno pague las deudas 
millonarias que se tienen con 
proveedores internacionales. 
Así, tan solo en el sector farma-
céutico la deuda asciende a 632 
millones de dólares; igualmente 
sucede con el sector de autopar-
tes cuya deuda oscila alrededor 
de 406 millones de dólares. Pa-
ra Conindustria, las líneas de 
créditos con los proveedores in-
ternacionales de materia prima 
se encuentran cerradas debido 
a que existe una deuda con el 
sector que supera los 12 mil mi-
llones de dólares. Para los em-
presarios parece muy difícil re-
tomar la producción en un país 
con una inquieta seguridad ju-
rídica ya que no se garantiza la 
protección de sus inversiones, 
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además de ser casi imposible 
mantener un mínimo de pro-
ducción ya que sus inventarios 
se están agotando y no han sido 
repuestos. La declaratoria del 
estado de emergencia económi-
ca no garantiza la producción 
nacional, sino que coloca a dis-
posición del Gobierno los bie-
nes y servicios de todos los ac-
tores económicos, afianzando la 
desaceleración y la desconfian-
za. Para el presidente Maduro 
“nada de esto es fácil”. De he-
cho, de acuerdo con estimacio-
nes del Banco Central de Vene-
zuela, la inflación acumulada 
hasta ahora es de 180 %, y se-
gún el Centro de Documenta-
ción y Análisis Social de la Fe-
deración Venezolana de Maes-
tros, una familia promedio en 
Venezuela requiere 16,3 salarios 
mínimos para cubrir la canasta 
básica, cuyos productos esca-
sean en un 41,4 %.

Raspando las minas
Dice el dicho que la necesidad 

tiene cara de perro, por ello en 
la búsqueda de divisas que ha-
gan posible sostener nuestra en-
clenque economía, se pueden 
producir odiosas contradicciones 
con el discurso nacionalista en 
el que se ha insistido durante 
todos estos años. La defensa de 
la soberanía comenzaba, en pa-
labras del ex presidente Chávez, 
por la protección de los recursos 
naturales que disponemos, y así 
hacerle frente a los intereses de 
las grandes trasnacionales que 
querían meter sus manos en 
nuestras tierras. Ahora, el Go-
bierno nacional decidió la crea-
ción de la Zona de Desarrollo 
Estratégico Nacional “Arco Mine-
ro del Orinoco”, para diversificar 
la economía y dejar la depen-
dencia del modelo rentista pe-
trolero. Para ello se dio la aper-
tura a concesiones de aproxima-
damente 150 empresas extranje-
ras que exploten entre otros mi-
nerales: hierro, oro, coltán, dia-
mante y bauxita. Uno de los pro-
blemas planteados es que dicha 
zona, que abarca más de 100 mil 
kilómetros en los estados Bolívar 

y Amazonas, es territorio donde 
se asientan parte de nuestros 
pueblos indígenas, quienes ven 
con preocupación la apertura a 
lo que han calificado como “sa-
queo” y una amenaza sin prece-
dentes al ecosistema. 

Petróleo y Fuerzas Armadas, 
un solo bochinche
Para nadie es un secreto la 

rentabilidad del negocio petro-
lero aún y cuando los precios 
del crudo se encuentran en des-
censo. Así, en una jugada rela-
cionada con la entrega de las 
minas, el Gobierno decretó la 
creación de la Compañía Anó-
nima Militar de Industrias Mi-
neras, Petrolíferas y de Gas (Ca-
mimpeg), otorgando a los mili-
tares concesiones dentro de la 
producción petrolera y la ex-
plotación de oro y de diaman-
tes. Una decisión que es vista 
como un modo de obtener el 
beneplácito del sector militar y 
asegurar una lealtad condicio-
nada pero sólida en medio del 
inestable escenario nacional. 
De esta forma, las ff.aa. afian-
zan su presencia en áreas más 
que militares, involucrándose 
en la política partidista, ocupan-
do cargos directivos y ministe-
rios, así como de gerencia y 
producción de bienes y servi-
cios. Mientras tanto, se siguen 
las denuncias de su participa-
ción y anuencia en el negocio 
del contrabando de gasolina, 
alimentos y sustancias ilícitas.

Tumeremo
Una denuncia realizada por 

el diputado de la mud Américo 
de Grazia, que recoge testimo-
nios de diversos familiares, afir-
ma que en la población de Tu-
meremo, estado Bolívar, se en-
cuentran desaparecidos 28 mi-
neros que trabajaban en la mi-
nería ilegal. Según afirman, se 
presume que todos fueron ase-
sinados a manos de la banda “El 
Topo”, en complicidad con el 
Ejército y el cicpc. De acuerdo a 
los familiares de las víctimas, 
estos salieron como todos los 
días a trabajar en las minas y 
aún no han regresado. Algunos 
sobrevivientes dan cuenta de 
que ocurrió una masacre. La 
primera reacción del goberna-
dor Francisco Rangel Gómez fue 
negar la noticia, para luego re-
cular y decir que se está inves-
tigando el hecho. Por su parte 
el Ministerio Público designó a 
dos fiscales para que lleven a 
cabo las averiguaciones perti-
nentes. No es la primera vez que 
algo de esto sucede. Los medios 
de comunicación han recogido 
una situación que lleva tiempo 
manifestándose y datan una ver-
dadera guerra entre bandas cri-
minales por el control de las mi-
nas. Tan solo en el 2016 se han 
presentado aproximadamente 
dieciséis hechos violentos, arro-
jando un estimado de 28 falle-
cidos, solo que esta vez la mag-
nitud de los hechos ha sorpren-
dido a la población por lo que 
decidieron romper el silencio.
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